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ASAMBLEA LEGISLATIVA:

El tema del financiamiento de los partidos políticos es uno de los tópicos más importantes, quizás el más significativo, dentro del derecho partidario y electoral en las democracias modernas. El fenómeno social, político y económico que implica el financiamiento de los partidos políticos no es nada nuevo; lo que sí lo es, relativamente, es el estudio científico y la regulación jurídica del mismo. 

Para ser más precisos, los primeros intentos de regulación jurídica del financiamiento de los partidos se pueden rastrear a finales del siglo XIX en Inglaterra con leyes que buscaban regular y controlar actividades o prácticas corruptas en el escenario político-electoral. Por otro lado, en los Estados Unidos de América, también desde principios del siglo XX, en 1907, se legisló para frenar la influencia de los grandes conglomerados económicos en la política. Sin embargo, en ambos casos la legislación elaborada resultó ser ineficaz ante una realidad política huidiza y compleja, lo que dio como resultado su nula o deficiente observancia, situación que aún en pleno año 2002 prevalece en la gran mayoría de los países del mundo.

En el caso de los Estados Unidos, por ejemplo, sigue en “proceso de perfeccionamiento” como lo demuestra la última reforma legislativa en materia de financiamiento de partidos y de campañas políticas de dicho país, aprobada en el Senado norteamericano el 21 de marzo de 2002, y que entrará en efecto después de las elecciones legislativas programadas para noviembre de este mismo año.

Para poder apreciar la “novedad” del tema del financiamiento, basta con recordar que el tema mismo de la relación jurídica general de los partidos políticos en el mundo es también un tema de muy reciente aparición legislativa debido a múltiples razones teóricas, estructurales y hasta de cierto “rechazo profesional” por parte de algunos teóricos constitucionalistas.

Por lo que respecta a América Latina, el tema ha tomado una marcada relevancia en la agenda política. Luego del restablecimiento de la democracia en la región, los procesos electorales y sus principales actores -los partidos políticos- tanto como su desempeño en el gobierno, son hoy objeto de severas críticas cuando se analizan sus aciertos y desaciertos.

Como bien lo señala el politólogo Luis Alberto Cordero(*) en el ensayo “La fiscalización del financiamiento de los partidos políticos: un asunto de conciencia crítica”, la política en América Latina se ha vuelto una actividad cada vez más costosa, sobre todo por el incremento de los gastos de las campañas electorales, cuyos costos se disparan por el uso de medios electrónicos de comunicación y organización, y la contratación de asesores extranjeros de marketing político. Por otra parte, la dinámica y naturaleza del sistema democrático demanda que los partidos políticos cumplan con funciones permanentes y no sólo electorales, lo cual genera un aumento en su necesidad de recursos.

Mientras la sociedad civil demanda que los partidos políticos se mantengan alejados del dinero de los grupos de interés y exige una drástica disminución del gasto en los procesos electorales, la realidad contrastante es otra y refleja un incremento progresivo. Ante la mayor necesidad de recursos, los partidos políticos recurren con más frecuencia al financiamiento privado para hacer frente a sus tareas.

En América Latina, en general, el financiamiento privado ha sido y sigue siendo la fuente principal de cobertura de los gastos electorales. Es en este ámbito, precisamente, donde son más posibles y frecuentes los casos de corrupción y es aquí adonde es más difícil introducir mecanismos eficientes de control y fiscalización. En consecuencia, se han creado los portillos para el financiamiento ilegal, la influencia predominante de grupos de interés, y la injerencia de dineros “sucios” en las estructuras de partido y de gobierno.

Por esta razón, y desde décadas pasadas, los países latinoamericanos empezaron a introducir en sus ordenamientos jurídicos una subvención pública para ayudar a los partidos a hacer frente a sus gastos electorales. Esta provisión de fondos tuvo como objetivo, básicamente:

I.
Aliviar la carga financiera de los partidos políticos y enfatizar su independencia frente a los grupos de interés.

II.

Asegurar una mayor equidad en la competencia electoral entre las diferentes fuerzas contenedoras.

III.
Disminuir la influencia de grupos de interés en los órganos del Estado, para asegurar que sus decisiones reflejen siempre el interés común y no el particular, y para evitar la penetración de otros dineros ilegales.

No obstante, el financiamiento público debe establecerse en estricto apego al principio de neutralidad de los fondos públicos. Esto implica que el financiamiento público debe poder nivelar fuerzas y asegurar procesos electorales competitivos, y así proteger a los partidos del excesivo control por parte de grupos de interés que puedan determinar sus acciones una vez instalados en el poder. El principio de neutralidad se refiere a la forma como se distribuyen los recursos públicos entre los diversos actores electorales, de manera que no haya sesgos con respecto a fuerza política alguna.  El acceso al financiamiento público puede determinar la configuración del sistema de partidos y, por lo tanto, puede tender hacia el mantenimiento del status quo, o a negar el acceso de nuevos actores al sistema político.

Concomitantemente, en muchos países se promulgó legislación para regular las contribuciones privadas y se introdujeron disposiciones para poder ejercer mayor control público sobre el uso de los recursos por parte de los partidos políticos.

A pesar de los avances significativos logrados en la región, tenemos una agenda aún inconclusa, y se está muy lejos de contar con sistemas adecuados de financiamiento de partidos políticos en todos los países, y con mecanismos eficientes y eficaces de control y fiscalización. Las experiencias de algunas naciones que muestran adelantos mayores en este sentido pueden constituir un buen punto de referencia para otras con rezagos notables.

Al analizar el tema del financiamiento y fiscalización de partidos políticos y campañas electorales no puede olvidarse que este es un problema complejo y difícil. El avance en los mecanismos de fiscalización no es mayor debido a que la adopción de las normas legales relacionadas está en manos de los propios actores: los partidos políticos a través de sus legisladores. Por lo tanto, deseamos hacer énfasis en que la transparencia en el uso de los recursos de los partidos políticos sólo podrá lograrse partiendo del diseño de un sistema sencillo, efectivo, realista pero de aplicación estricta, menos prohibitivo y más fiscalizador (las prohibiciones no han sido efectivas en ningún lugar del mundo), y asegurando un ejercicio de conciencia crítica así como la participación de la sociedad civil en la fiscalización del uso de dichos recursos.

El caso de Costa Rica

A partir de 1956 se fue definiendo en Costa Rica un sistema mixto de financiamiento de las actividades electorales de los partidos políticos, tanto privado como público, que se concreta en formas directas e indirectas. En realidad, en América Latina, prevalecen los sistemas mixtos de financiamiento, debido a que en diecisiete países de la región se garantiza legalmente el financiamiento público al tiempo que también se autoriza el financiamiento privado.

En el debate nacional sobre este tema el énfasis siempre  ha sido puesto sobre el financiamiento público de las campañas electorales, el cual está consagrado constitucionalmente, tal como sucede en la mayoría de los países de la región latinoamericana. En 1996 se aprobó una reforma electoral importante en la cual se tratan, por primera vez, el tema del financiamiento de las actividades permanentes de los partidos políticos y la regulación de las contribuciones privadas tanto a los partidos como a las campañas electorales.

El establecimiento de un sistema neutral y equitativo de financiamiento público ha sido una de las debilidades de la democracia costarricense. La contribución estatal a las campañas electorales ha presentado, desde sus inicios, un problema de acceso a las fuerzas emergentes y a los partidos minoritarios; por lo tanto, el sistema ha sido sesgado hacia la consolidación del status quo y las tendencias bipolares del electorado costarricense. Los partidos políticos mayoritarios, a través de su representación en la Asamblea Legislativa, han diseñado mecanismos que les han permitido abusar del sistema público de financiamiento, asegurándose un acceso privilegiado a la contribución estatal. Lo anterior lo han hecho a través del establecimiento de barreras de acceso para las nuevas formaciones y de mecanismos de distribución que les benefician.

La justicia constitucional ha jugado un papel fundamental en terminar con dichos abusos y ha sentado las bases y los principios sobre los que debe descansar el sistema de financiamiento público. De esta forma, se han reducido los requisitos de acceso y se ha dejado de utilizar el rendimiento electoral histórico de los partidos como parámetro para tener acceso al financiamiento público.

A lo largo de cuatro décadas, en el ordenamiento jurídico se han ido incorporando regulaciones legales y reglamentarias en el artículo 96 de la Constitución Política; en el título X del Código Electoral y en el Reglamento sobre el Pago de los Gastos a los Partidos Políticos emitido por el Tribunal Supremo de Elecciones y otro reglamento del mismo título promulgado por la Contraloría General de la República.

La producción de normas que regulan esta materia ha sido sobrepasada por la creciente necesidad de recursos que tienen los partidos para hacerle frente a campañas electorales cada vez más costosas. Los partidos políticos recurren más al financiamiento privado para cubrir sus requerimientos de recursos y, al hacerlo, ponen en peligro los principios que sustentan la democracia representativa, tales como el de la igualdad ante la ley, el de pluralismo democrático y el derecho de asociación política consagrado constitucionalmente y en la mayoría de los instrumentos internacionales sobre derechos humanos. Este derecho, según la resolución 980-91 de la Sala Constitucional, “debe ser ejercido en condiciones de igualdad y sin discriminación”.

Un aspecto especialmente positivo del caso de nuestro país es el sistema de control y fiscalización de los recursos de las campañas, basado en un marco institucional de controles cruzados y en la disposición constitucional que obliga a los partidos a rendir cuentas ante el organismo electoral como requisito para poder accesar la contribución estatal. En la mayoría de los países de la región  el control está a cargo de los organismos electorales, que están compuestos, usualmente, por representantes de los partidos políticos y que no necesariamente tienen el conocimiento, la experiencia y los recursos materiales y humanos para acometer labores de fiscalización y control.  

El financiamiento público

Mediante una reforma constitucional, en 1956 se introdujo en el artículo 96 de la Constitución Política la contribución estatal a los gastos que efectúan los partidos en cada período de propaganda eleccionaria. En aquel momento, se estimó que tal aporte sería del 0,5% del Presupuesto General de Gastos Ordinarios correspondientes al año anterior al que se celebraban los comicios. El requisito para obtener tal financiamiento se fijó en obtener un 10% del total de los votos válidos emitidos a nivel nacional o, para los partidos que sólo participaran a escala provincial, el mismo porcentaje de votos válidos emitidos en la o las respectivas provincias en que se encontraba inscrito.

Este sistema ha ido evolucionando de acuerdo con las transformaciones del sistema político. En 1971 se aumentó el monto de la contribución estatal del 0,5% al 2% del promedio de los presupuestos públicos correspondientes a los tres años anteriores al de la elección. En la reforma de 1996 se modificó el parámetro de medición adoptándose uno -supuestamente más objetivo- equivalente al 0,19% del Producto Interno Bruto del año trasanterior a la celebración de la elección. Esto con el fin de reducir el monto que se estaba destinando a las campañas electorales.

En 1972 se redujeron los requisitos de acceso al financiamiento público, del 10% al 5% del total de los votos emitidos. El anterior parámetro de acceso se constituyó en barrera de entrada para las fuerzas emergentes y para los partidos de izquierda. Al disminuirlo, los partidos minoritarios lograron obtener un mayor acceso a la contribución estatal en las elecciones posteriores inmediatas, pasando de 0% a más del 2% del total del aporte estatal. En 1996 se redujo ese requisito al 4% del total de los votos emitidos.

En 1971 se estableció también la financiación previa, concepto que implica un adelanto o crédito sobre el monto a que tiene derecho la fuerza política en cuestión como pago de sus gastos electorales, el cual se calculaba sobre la base de la votación recibida por el partido en la elección anterior. En 1988 se creó un mecanismo para distribuir la contribución adelantada, que terminó convirtiéndose en un flujo permanente de recursos para los partidos políticos mayoritarios, colocándolos en clara ventaja con respecto a fuerzas emergentes y partidos minoritarios. 

Posteriormente, en 1996, se modificó el marco o base de referencia para calcular la contribución estatal a los partidos políticos, sustituyéndose la tasa porcentual sobre el monto de los presupuestos de los años previos por una tasa porcentual del Producto Interno Bruto.  En el 2001 se aprobó una nueva reforma legal mediante la cual se redujo transitoriamente del 0,19 al 0,10 por ciento del Producto Interno Bruto el monto de la contribución estatal para el financiamiento de los partidos políticos.   Ese monto implica un crecimiento continuo y desproporcionado del gasto electoral, por lo que proponemos reducir el porcentaje máximo a autorizar por concepto de contribución estatal o de la llamada “deuda política” a un 0,05 por ciento del PIB.  La forma en que el Partido Acción Ciudadana administró su gasto electoral en las pasadas elecciones nacionales demuestra que ese monto puede todavía reducirse a la mitad y seguiría siendo suficiente para cubrir todos los costos de una campaña y el funcionamiento normal de los partidos, si se trabaja con sentido de responsabilidad, orden y austeridad, tal cual lo exige el país.

Tanto el financiamiento previo calculado sobre la base de los resultados de las últimas elecciones, como el giro permanente de dichos fondos, fueron declaradas prácticas inconstitucionales por la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, cuyas resoluciones han delimitado los principios que deben regir el sistema de financiamiento público: el pluralismo y la igualdad. Los magistrados constitucionales han declarado que:

“En efecto, financiar a los partidos con base en su pasado electoral...equivale a fosilizar las opciones políticas del pueblo costarricense, otorgando a los tradicionales un odioso monopolio y excluyendo a los demás de una participación igualitaria, si es que no de toda viabilidad práctica en la medida en que e/ crecimiento de la contribución estatal ha venido cegando de hecho toda alternativa de financiación.” (Resolución No. 980-91, p. 28).  

El financiamiento privado

En Costa Rica el aporte estatal a los partidos políticos no sustituye, ni limita, el aporte privado, el cual está permitido y regulado constitucional y legalmente. El artículo 96 de la Carta Fundamental establece que las contribuciones privadas a los partidos están reguladas por ley y sometidas al principio de publicidad. No se establece la obligación de los partidos políticos de publicar sus listas de contribuyentes en un medio de comunicación, sino que estas se entregan al Tribunal Supremo de Elecciones, que mantiene un registro que es de consulta pública.

Por otro lado, existe una limitación a los montos de las contribuciones privadas, tanto de personas físicas como jurídicas nacionales. Las donaciones, contribuciones o cualquier tipo de aporte, en dinero o en especie, se harán hasta por un monto máximo anual equivalente a cuarenta y cinco veces el salario base mínimo menor mensual que se establezca en la Ley de Presupuesto Ordinario de la República, vigente al momento de la contribución. 

Se prohíben expresamente las donaciones anónimas y las donaciones a nombre de otras personas, así como las donaciones, contribuciones, préstamos o aportes, en dinero o en especie, de personas físicas o jurídicas extranjeras, para sufragar sus gastos de administración y los de sus campañas electorales. La única excepción a esta prohibición son las donaciones destinadas específicamente a actividades de capacitación, formación e investigación de los partidos políticos. Con ello se permitió salvaguardar las actividades y contribuciones que las fundaciones alemanas adscritas a los partidos políticos realizan en América Latina.  Sin embargo, el Tribunal Supremo de Elecciones opinó que esta excepción se constituía en un “portillo peligroso” para la entrada de dineros de dudosa procedencia, tal y como se ha evidenciado en los últimos procesos electorales, incluido el del 2002, en el que se denunció la existencia de “donantes fantasmas” y luego la donación de sumas millonarias mediante cheques girados directamente a algunos candidatos presidenciales, las cuales no fueron reportadas al Tribunal.

La legislación en esta materia establece una serie de requisitos que deben cumplir los partidos que permiten el control del financiamiento privado. Con respecto a las donaciones y aportes permitidos de personas físicas y jurídicas extranjeras, se ha establecido que los partidos deben llevar un registro de los aportes autorizados, donde se consignen los montos recibidos. Si se trata de contribuciones en dinero o en especie, se debe especificar el nombre, calidades y número de identificación de los contribuyentes, señalando que tal contribución se dedicará específicamente a labores de capacitación, formación o investigación; asimismo, están obligados a llevar un registro contable y su archivo de comprobantes. Para estas contribuciones, al solicitársele al Tribunal Supremo de Elecciones la autorización correspondiente, este determina si el rubro al que se dirige la donación se puede catalogar dentro de los conceptos permitidos, sin perjuicio de poder verificar su destino posteriormente.

En relación con las contribuciones nacionales de personas físicas o jurídicas, los partidos deben llevar un registro individual en forma cronológica de los aportes recibidos, con nombres y números de cédula de los contribuyentes. Cada trimestre, los tesoreros de los partidos están obligados a informar al TSE sobre las contribuciones recibidas. A partir de la convocatoria a elecciones, los informes se deben presentar mensualmente. La omisión del envío del informe o su injustificado retraso es penado, una vez cursada la prevención, con dos a doce meses de prisión para el tesorero del partido.

Con respecto a los documentos de informes de los partidos, se establece que estos son públicos y de obligatoria exhibición a las personas que deseen consultarlos. No se estipula la obligación de publicación especial de los mismos por parte del Tribunal Supremo de Elecciones o de la Contraloría General de la República. La publicidad de los informes está abierta, aunque no se contempla su publicación.

Muchos controles, pero...

 
A pesar de las vastas regulaciones en materia de financiamiento – especialmente privado – a los partidos y a las campañas políticas de nuestro país, está claro que las mismas han sido insuficientes y fácilmente burladas.

En este sentido,  el reportaje “Al garete financiamiento de los partidos”, elaborado por el periodista Mauricio Herrera y publicado por el diario La Nación el 1 de octubre de 2001, resulta más que ilustrativo al establecer que: 

“En Costa Rica hay leyes, reglamentos detallados y normativas abundantes para controlar el financiamiento de los partidos políticos, pero existen numerosas formas para evadir las regulaciones, la responsabilidad de las instituciones está diluida y las sanciones son inoperantes.

Luego del próximo proceso electoral, el Estado distribuirá casi ¢5.000 millones entre los partidos políticos que obtengan más del cuatro por ciento de los votos para la presidencia o el Congreso.

Sin embargo, al sumar las contribuciones privadas, el gasto real de las agrupaciones oscilaría entre ¢6.000 y ¢7.000 millones, y hay quienes dicen que puede ascender a mucho más.

“(...) Los controles sobre el uso y recaudación del dinero son apenas un trámite y prácticamente todos pueden burlarse. El TSE y la Contraloría General de la República se achacan mutuamente la responsabilidad, y hasta tienen argumentos legales para hacerlo.

(...) Legalmente ninguna institución estatal tiene la obligación de verificar la veracidad y exactitud de la información sobre las contribuciones que los partidos políticos entregan al TSE.

Nunca nadie ha sido acusado, pese a que es una práctica cotidiana que los partidos no reporten  muchas de las contribuciones privadas que reciben.

Tampoco se permite que los partidos acepten dinero de extranjeros, a menos que sea para actividades de capacitación.

(...) Ni la ley ni la institución nos impone a nosotros la obligación de andar de policías investigando las televisoras o los periódicos para ver cuánto le rebajaron al partido, tampoco andamos mirando las facturas, no tenemos obligación, y por dicha no la tenemos”, afirma el presidente del TSE, Óscar Fonseca.”

“El elemento más crítico (de una campaña) es la contribución privada. Si bien es cierto el financiamiento público tiene problemas, debilidades y eventualmente irregularidades, que no se pueden minimizar, de la otra parte sabemos muy poco, es más no sabemos cuánto es”, declaró el contralor, Luis Fernando Vargas”.

Dos días después, el 3 de octubre de 2001, La Nación publicó otro reportaje del mismo periodista Herrera bajo el titular “Difícil control de fondos privados”, que en lo medular dice:

“En las campañas políticas costarricenses es posible entregar dinero directamente a los candidatos, hacer donaciones sin límite mediante sociedades anónimas y ocultar el nombre del donante tras terceras personas, aunque la ley lo prohíba.

También es posible dar dinero a través de una sociedad, aportarlo como un préstamo y cobrárselo al Estado después.

Lo difícil es saber con certeza dónde se originan los fondos privados y cómo se emplean.

La ley impide donaciones de extranjeros, excepto para gastos de capacitación, y es ilegal dar fondos a nombre de un tercero.

Sin embargo, el TSE se limita a recibir las listas de contribuyentes y aduce que no tiene la obligación de verificar si los datos son veraces.

“Por lo menos en el TSE no tenemos ningún mecanismo que nos faculte como para hacer una auditoría o un control sobre eso”, dijo el contador de esa entidad, Gilberto Gómez.

(...) Tampoco se puede saber si las ayudas extranjeras se usan para capacitación o si el contribuyente es el donador real.

Como la ley permite donaciones mediante sociedades anónimas, alguien puede sobrepasar los límites por medio de varias sociedades.

(...) ¿Hay forma de impedir que alguien inyecte dinero mediante un testaferro o que sobrepase los límites por medio de varias sociedades? “No hay forma de impedirlo, no la hay”, respondió Gómez”.

Una reforma urgente

En el contexto anterior, y ante las graves irregularidades registradas en la última campaña electoral que han trascendido a la opinión pública, urge una reforma legal que, por un lado, fije sanciones concretas y puntuales para quienes violen las regulaciones al financiamiento electoral y, por otro lado, defina con mayor claridad las potestades y  obligaciones del Tribunal Supremo de Elecciones en el combate y persecución de esas prácticas ilegales.   Con esa finalidad, el presente proyecto de “Ley para la Transparencia del Financiamiento de los Partidos Políticos de Costa Rica”,  pretende reformar el artículo 176 bis, adicionar un artículo 176 ter, y reformar los artículos 178 y 187 del Código Electoral,  con los siguientes objetivos específicos:

a)
Reducir, en forma permanente, el monto de la contribución estatal a los partidos políticos de un 0,19% a un 0,05% del Producto Interno Bruto. 

b)
Fortalecer la transparencia y la publicidad del origen y el uso de los recursos por parte de los partidos, como medio para combatir los intentos de “comprar” influencias políticas y demás prácticas nocivas para la democracia.

Esta reforma busca construir una nueva convergencia entre ética y política, y lograr una revalorización de lo político y la política, para lo cual es fundamental lograr una mayor y mejor transparencia en el origen de los ingresos y la administración de los recursos por parte de los partidos, con el fin de empezar a atacar el problema de la corrupción política desde sus raíces.

Se trata, de una propuesta diáfana y sencilla pero de aplicación general y estricta, con fuertes sanciones en caso de su violación. La experiencia internacional demuestra que los sistemas intrincados y prohibitivos no son efectivos, ya que siempre existen vías alternativas para burlar los controles. La existencia de normas complejas de regulación no garantiza la erradicación de la “desviación patológica" del financiamiento y sus consecuencias negativas para el sistema democrático.

 
Dadas las consideraciones expuestas,  me permito presentar ante esta honorable Asamblea el siguiente proyecto de ley.

ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA

DECRETA:

LEY PARA LA TRANSPARENCIA DEL FINANCIAMIENTO 

PRIVADO A LOS PARTIDOS POLÍTICOS

ARTÍCULO 1.- 
Modifícase el artículo 176 bis del Código Electoral, Ley No. 1536, de 10 de diciembre de 1952 y sus reformas, de la siguiente manera:

Informes contables balanceados
“Artículo 176 bis - 
Los partidos políticos están obligados a presentar al Tribunal Supremo de Elecciones informes contables balanceados. Cuando en un informe los gastos superen los ingresos corrientes, provenientes de donaciones u otras rentas legalmente establecidas, el Comité Ejecutivo Superior deberá indicar fehacientemente la forma en que el partido cubrió su déficit presupuestario. El Tribunal Supremo de Elecciones verificará las fuentes de ingresos reportadas.”

ARTÍCULO 2.- 
Adiciónase un artículo 176 ter al Código Electoral, Ley Nº 1536, de 10 de diciembre de 1952 y sus reformas de la siguiente manera:

Artículo  176 ter –
Recepción y registro de donaciones
 
La recepción y registro de donaciones o aportes privados recibidos por los partidos políticos se regirá por las siguientes disposiciones:

1)
Registro en cuenta bancaria:  Para asegurar la transparencia en la recepción y manejo de las donaciones privadas, cada partido político legalmente inscrito deberá abrir, en cualquiera de las entidades del Sistema Bancario Nacional, una cuenta corriente para ese fin específico. Toda contribución privada, sea mediante cheques, dinero en efectivo o cualquier tipo de transferencia, deberá registrarse y depositarse en la cuenta bancaria abierta al efecto a más tardar cinco días después de su recepción.

2)
Responsabilidad legal: El Comité Ejecutivo Superior en pleno será el responsable legal por la recepción de cualquier contribución y no administrará donaciones, ni fondos de campaña en general, en cuentas alternas o paralelas a las del propio partido.

3)
Acceso a informes bancarios: El contrato de cuenta corriente autorizará a la respectiva entidad bancaria a enviar al Tribunal Supremo de Elecciones un estado mensual de la misma indicando todos sus movimientos y el nombre de las o los depositantes, así como  fotocopia de los cheques y depósitos, si estas fuesen solicitadas por el Tribunal.

4)
Emisión de recibos: Los partidos políticos deberán obligatoriamente emitir un recibo por cada contribución que obtengan en dinero efectivo, cheque o cualquier otro título valor, así como por las donaciones en especie y por la prestación gratuita de servicios que reciban de colaboradores regulares. Para tal propósito, se utilizarán fórmulas con número y serie especialmente autorizadas al efecto por el Tribunal Supremo de Elecciones.

5)
Donaciones extranjeras: Los aportes o contribuciones de donantes extranjeros sólo podrán utilizarse para financiar labores de capacitación política, formación e investigación de los partidos, dentro de programas autorizados y supervisados por el Tribunal Supremo de Elecciones.

6)
Sanciones penales: La transgresión a lo dispuesto en los incisos anteriores será sancionado como pena de prisión de seis meses a dos años. El Tribunal Supremo de Elecciones velará por el fiel cumplimiento de las disposiciones de este artículo y cuando conozca de posibles  transgresiones deberá remitir el caso al Ministerio Público.  

7)
Prohibiciones: Quienes incurran en actuaciones o hechos que violen  las siguientes prohibiciones serán sancionados con pena de prisión de uno a cinco años:

a)

Se prohíben las contribuciones privadas a los partidos políticos mediante cheques o títulos girados a nombre de cualquier candidato.

b)

Se prohíben las contribuciones anónimas y las realizadas por interpósita mano.

c)

Se prohíbe a los partidos políticos aceptar o recibir, directa o indirectamente, de personas físicas o jurídicas extranjeras, contribuciones, donaciones, préstamos o aportes, en dinero o en especie, para sufragar gastos administrativos o de campañas electorales.

d)

Se prohíbe a las personas extranjeras, o a sus representantes en el país, que provean o pretendan proveer bienes o servicios de cualquier naturaleza, y bajo cualquier modalidad contractual, al Estado y sus instituciones, hacer donaciones a partidos políticos.

e)

Se prohíbe a las personas extranjeras adquirir “Bonos de la Contribución del Estado a los Partidos Políticos” u otras operaciones que impliquen ventajas económicas para los partidos políticos. 

8)
Potestades del Tribunal Supremo de Elecciones:  Cuando el Tribunal Supremo de Elecciones, con apego  al debido proceso, tenga por probado cualquier incumplimiento o transgresión a esta normativa, queda facultado para suspender temporalmente la inscripción legal de los integrantes del Comité Ejecutivo Superior responsables de los hechos hasta por 360 días.   Cuando haya una reincidencia o bien se produzca una sentencia penal en firme, la inscripción legal de los integrantes del Comité Ejecutivo Superior deberá cancelarse definitivamente y ordenarse la sustitución correspondiente.  Si el incumplimiento o la transgresión es responsabilidad de quien ocupe o aspire a ocupar una candidatura a cualquier cargo de elección popular, el Tribunal Supremo de Elecciones podrá denegar o cancelar la inscripción respectiva.   

ARTÍCULO 3.- 
Modifícase el artículo 178 del Código Electoral, Ley No. 1536, de 10 de diciembre de 1952 y sus reformas, de la siguiente manera:

Artículo 178 – 
Liquidaciones anuales y parciales

 

Los partidos políticos deberán presentar  al Tribunal Supremo de Elecciones una liquidación anual de gastos, que comprenderá los gastos de organización, dirección, censo y propaganda legalmente realizados del 1 de octubre al 30 de setiembre.  El monto que resulte aprobado de esa liquidación anual de gastos será incorporado a la liquidación final de gastos que, en los términos y bajo las condiciones definidas por los artículos 176 y 177 de este Código, cada partido presente a efecto de ejercer su derecho a la contribución estatal.  Para estos efectos, el monto de las liquidaciones anuales se acumulará y se indexará con base en la tasa anual de inflación reportada por el Banco Central de Costa Rica.

 

Cuando se celebren elecciones nacionales, a partir de la fecha de convocatoria de elección de presidente de la República, vicepresidentes y diputados a la Asamblea Legislativa y hasta la fecha de la declaratoria de elección de estos últimos, los partidos políticos estarán obligados a presentar al Tribunal Supremo de Elecciones, al menos una vez al mes, las liquidaciones de los gastos admitidos por el artículo 177 anterior. 

 

En todos los casos, el Tribunal Supremo de Elecciones, por medio de la Contraloría General de la República, revisará las liquidaciones y los comprobantes, en un término máximo de cuarenta y cinco días naturales a partir de su presentación”.

ARTÍCULO 4.- 
Modifícase el párrafo primero del artículo 187 del Código Electoral, Ley Nº 1536, de 10 de diciembre de 1952 y sus reformas, de la siguiente manera:

“Artículo 187.-
Determinación del aporte estatal

 

Dentro de los límites establecidos en el artículo 96 de la Constitución Política, el Tribunal Supremo de Elecciones fijará el monto de la contribución que el Estado debe reconocer a los partidos políticos, por los gastos justificados conforme a esta Ley.  En ningún caso, el monto de la contribución estatal podrá exceder el cero cinco por ciento (0.05 %) del Producto Interno Bruto del año trasanterior a la celebración de la elección presidencial”.


Rige a partir de su publicación.
Humberto Arce Salas

DIPUTADO

14 de octubre, 2002.-lrr

NOTA:  Este proyecto pasó a estudio e informe de la Comisión

       Permanente de Asuntos Jurídicos.

DEPARTAMENTO DE SERVICIOS PARLAMENTARIOS

